
CAPITULO II 
 

ELEMENTOS DEL CONTRATO 
 
 
1. Acuerdo de voluntades 
 

La regla general es que los contratos se perfeccionan por el consentimiento de las 
partes. Los principios clásicos de la autonomía de la voluntad reconoce la existencia de 
la libertad de contratación y la libertad contractual. La primera corresponde al 
sentimiento interno de la parte, a la decisión libre de celebrar un determinado contrato y 
asumir las obligaciones correspondientes, en cambio la segunda está referida a la 
modalidad contractual permitida en nuestra legislación. 
 

Esta libertad supone la facultad reconocida legalmente a las partes para, de común 
acuerdo, determinar los términos del contrato que han convenido celebrar. En realidad, 
considera Messineo, que la libertad de configuración interna se refiere sólo a los 
contratos típicos, en los cuales la finalidad digna de tutela jurídica está garantizada por 
el hecho de ser tales contratos, obra del legislador, ya que tratándose de contratos 
atípicos, en los que no existe esta garantía, quedará sin explicación, que no se haya 
puesto a la libertad de configuración interna el limite de la citada finalidad. 
 

Si bien es cierto que en los contratos atípicos no existe el control legislativo, debe 
tenerse presente que todo contrato está sujeto a la limitación, establecida por la ley y las 
buenas costumbres. 

El Art. 1354 del C.C. reconoce el principio de la autonomía de la voluntad al 
establecer que: 
 

“Las partes pueden determinar libremente el contenido del 
contrato, siempre que no sea contrario a la ley” 

 
La libertad contractual sigue siendo la regla general, y su limitación opera como 

excepción. 
 

La pluralidad de personas presupone pluralidad de voluntades. Estas voluntades no 
deben ser mantenidas en el fuero interno de cada uno, porque entonces no podrían 
conocerse, sino que deben ser expresadas y exteriorizadas. 
 

El acuerdo de voluntades requiere que ambas voluntades deben ser reciprocas, 
coincidentes y simultáneas, porque el contrato se perfecciona con el consentimiento de 
las partes, tal como lo establece el Art. 1352, que dice: 
 

“Los contratos se perfeccionan por el consentimiento de las 
partes...” 

 
El Art. 168 del C. C. establece que el acto jurídico debe ser interpretado de acuerdo 

a lo que se haya expresado en él y segun el principio de la buena fe. 
 



Vidal, basándose en dicho artículo dice que el Código ha definido una posición en 
el sentido de que las relaciones entre la voluntad y su manifestación se rigen por lo 
declarado, sin que la referencia al principio de la buena fe atenúe el criterio objetivista. 
 

En el área contractual, el artículo 1361 del C. C. dispone que los contratos son 
obligatorios, en cuanto se halla expresado en ellos. Se presume que la declaración 
expresada en el contrato, responde a la voluntad común de las partes y quien niegue esta 
coincidencia debe probarla. 
 

Según Arias Schreiber, el Código Civil ha adoptado una fórmula distinta a las 
clásicas, que consiste en que si bien su punto de partida está en la teoría de la 
declaración, puede llegar mediante demostración contrataria a la de la voluntad, y la 
figura, en realidad se invierte”. 
 
 
2. Pluralidad de sujetos 
 

Presupone la existencia de dos o más partes, cuyos intereses son distintos. La 
relación obligacional creada por el contrato presupone la existencia de dos o más partes, 
por ello se afirma que el contrato es un acto jurídico bilateral o plurilateral, cuyos 
intereses son distintos. 
 

Suelen denominarse parte y contraparte a los sujetos que intervienen en el contrato. 
En los contratos bancarios, una parte es el Banco y la contraparte es el cliente. 
 

Un aspecto importante con relación a los sujetos es el relativo a la capacidad de las 
partes. Al respecto se reconoce a la persona desde su nacimiento, el derecho de goce o 
capacidad jurídica, en cambio la capacidad de ejercicio, sólo es ejercida cuando la 
persona tiene aptitud para celebrar un contrato. Por ejemplo la capacidad de ejercicio se 
adquiere en las personas naturales a los 18 años de edad, y en las personas jurídicas, 
cuando éstas han cumplido con constituirse y registrarse con arreglo a ley. 
 

La ley señala que los mayores de 18 años de edad, puedan contratar por sí mismos, 
mientras que los menores y los incapaces deberán hacerlo a través de sus representantes 
legales. En el primer caso serán los padres o tutores del menor, y en el segundo caso 
deberá intervenir en su representación un curador. 
 

El Art. 43 del C.C. establece que son incapaces absolutos: 
 
- Los menores de 16 años de edad. 
- Los que se encuentran privados del discernimiento. 
- Los sordomudos, ciegosordos y los ciegomudos, que no puedan expresar su 

voluntad de manera indubitable. 
 

Por otro lado el Art. 44, establece que son relativamente incapaces: 
 
- Los menores de 18 pero mayores de 16 años. 
- Los retardados mentales. 



- Los que adolecen de deterioro mental. 
- Los pródigos. 
- Los ebrios habituales. 
- Los que incurren en mala gestión. 
- Los toxicómanos. 
- Los que sufren pena que lleva anexa la interdicción civil. 
 

Los incapaces relativos no privados de discernimiento pueden celebrar 
válidamente, contratos relacionados con las necesidades ordinarias de su vida cotidiana 
(Art. 1358). 
 

Los representantes legales requieren autorización expresa del representado para 
disponer de los bienes o gravarlos, celebrar transacciones, compromisos arbitrales, entre 
otros actos. 
 

Un aspecto especial e importante es el referirnos a la contratación entre cónyuges, 
la misma que se encontraba prohibida en el Código Civil anterior. El Código Civil de 
1984, regula expresamente los casos en que los cónyuges pueden celebrar contratos 
válidamente. Tal es cl caso del referido en el Art. 312 que establece que los cónyuges no 
pueden celebrar contratos entre si, respecto de los bienes sociales, y en cambio para 
gravarlos o disponer de ellos, se requiere la intervención del marido y la mujer. 
 

Por otro lado, la contratación es posible entre ellos, cuando los esposos hayan 
establecido un régimen de separación de bienes o tengan bienes propios. 

Otras limitaciones las encontramos en el Art. 440 del C.C. que prohibe a los padres 
enajenar o gravar los bienes de los hijos, salvo autorización judicial. Similares 
limitaciones contiene el Código con relación al ejercicio de la tutela y curatela (Arts. 
572 al 575). 
 

Es importante resaltar que la doctrina actual no vacila en afirmar que no pueden 
identificarse los conceptos de personas y de parte. 
 

La primera se refiere a un ser o entidad dotado de derechos y obligaciones, aunque 
no tenga existencia individual. Se requiere que tenga personalidad propia, es decir, la 
aptitud, para ser sujeto de derecho. 
 

El concepto de parte no es tan fácil de explicar. Algunos la consideran a la del 
sujeto del acto, ante la tendencia moderna de prescindir de los sujetos y referirse, más 
bien, a lo que se denomina “centro de interés”. En tal sentido, la parte es el “centro” en 
el cual recaen los intereses que se buscan satisfacer mediante la celebración del 
contrato. 
 

Según esta tendencia moderna, si bien generalmente coinciden el concepto de 
sujeto y el de parte, porque en la mayoría de los contratos cada parte está formada por 
un solo sujeto (el vendedor es una persona y el comprador es otra), no se descarta la 
posibilidad de que una parte esté constituida por dos o más sujetos que tengan un mismo 
interés y en tal caso la parte contractual es el centro de interés que agrupa a los sujetos. 
 



Es así que el Art. 1351 en cuanto se refiere a que el contrato resulta del acuerdo de 
dos o más partes, debiendo entenderse, que cada una de esas partes está constituida por 
una o más personas. 
 
 
3. Consecuencia jurídica 
 

Los contratos son acuerdos de voluntades, cuyo objeto es crear, modificar, regular 
o extinguir actos jurídicos de naturaleza patrimonial. 


